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Comentarios y recomendaciones de Corporación Humanas sobre el proyecto de ley que 
Tipifica y sanciona la violencia digital (Boletín Nº13928-07) 
 
Senado de la República, segundo trámite constitucional. 
Comisión de la Mujer y Equidad de Género  
30 de junio de 2025 

I. Presentación institucional 

Corporación Humanas - Chile, Centro Regional de Derechos Humanos y Justicia de Género es 
una organización no gubernamental sin fines de lucro que se constituye en 2004 como centro de 
estudios y acción política feminista para la promoción y defensa de los derechos de las mujeres y la 
profundización de la democracia ante los tomadores de decisión, tanto a nivel nacional como de 
los sistemas regional e internacional de protección de derechos humanos. El trabajo de 
Corporación Humanas se sustenta en la teoría feminista y el derecho internacional de derechos 
humanos, sin alinearse con ningún partido político.  

La Red de Periodistas y Comunicadoras Feminista de Chile, es una articulación nacional que nace 
en 2019 buscando visibilizar la violencia digital y las desigualdades de género en los medios de 
comunicación para avanzar en la transformación de las condiciones del ejercicio del periodismo, 
promoviendo medios no sexistas, desde un periodismo interseccional, intercultural, situado, 
feminista y con enfoque de derechos humanos.  

II. Consideraciones sobre la violencia digital 

La violencia digital de género constituye una forma contemporánea de violencia basada en género 
que se manifiesta a través del uso de tecnologías de la información y comunicación. Se trata de un 
fenómeno de violencia de género estructural que reproduce y amplifica dinámicas de 
subordinación, exclusión y silenciamiento dirigido hacia mujeres y disidencias. De acuerdo con la 
Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre la libertad de expresión, Irene Khan (2022), la 
violencia en línea es una extensión de la violencia de género que tradicionalmente ha operado en 
los espacios físicos, generando efectos devastadores sobre la libertad de expresión y participación 
pública de las mujeres. En su Informe al Consejo de Derechos Humanos de 2022, titulado 
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“Reforzando la libertad de los medios y la seguridad de los periodistas en la era digital”, la Relatora 
advierte sobre la magnificación de las agresiones digitales1:  

“En casi nueve de cada diez casos los agresores no son llevados ante la justicia. La falta de investigación, 
enjuiciamiento y sanción contra los responsables no solo representa una negación de justicia, sino que 
fomenta la repetición del ciclo de violencia (…). El acoso en línea contra mujeres periodistas es una forma 
de censura de género”. 

Las prácticas que constituyen violencia digital incluyen, entre otras: ciberacoso, difusión no 
consentida de imágenes íntimas, doxing (divulgación de datos personales), suplantación de 
identidad, manipulación de contenidos audiovisuales, amenazas sexuales o físicas, y ataques 
coordinados mediante plataformas digitales. Estas manifestaciones están orientadas a disciplinar, 
controlar o expulsar a las mujeres del espacio público digital, afectando especialmente a aquellas 
con mayor exposición pública como periodistas, activistas, defensoras de derechos humanos, 
lideresas comunitarias y políticas. 

La violencia digital en datos 

Diversas investigaciones nacionales e internacionales han documentado el carácter extendido y 
estructural de la violencia digital de género. Según el informe de la Fundación Datos Protegidos2, 
el 44% de las mujeres encuestadas en Chile ha experimentado algún tipo de violencia digital, siendo 
las formas más recurrentes el ciberacoso y la divulgación no consentida de datos personales. En la 
misma línea, la investigación cualitativa realizada por Catalina Urzúa para Corporación Humanas3 
indica que, de 14 entrevistas a mujeres con voz pública (políticas, periodistas, activistas), 10 
relataron haber sufrido violencia digital con impactos directos en su salud mental y participación 
política, evidenciando la dimensión inhibidora de esta violencia en el ejercicio de derechos. Por su 
parte, el Observatorio contra el Acoso Callejero (OCAC) ha registrado que tres de cada cinco 
mujeres jóvenes en Chile han sido víctimas de hostigamiento sexual en línea, lo que reafirma la 
normalización de este tipo de agresiones en entornos digitales y su especial prevalencia en grupos 
etarios más jóvenes4.  

 
1 Khan, I. (2022, 20 de abril). Reinforcing media freedom and the safety of journalists in the digital age (Informe 

A/HRC/50/29). Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas.  
2 Fundación Datos Protegidos. (2023). Informe: Violencia de género en Internet en Chile. Fundación Datos Protegidos. 

https://datosprotegidos.org/informe-violencia-de-genero-en-internet-en-chile/ 
3 Urzúa, C. (2023). Violencia digital, salud mental y participación política: Estudio cualitativo para Corporación Humanas. 

Corporación Humanas.  
4 Observatorio contra el Acoso Callejero (OCAC). (s. f.). Informe sobre hostigamiento sexual en línea. OCAC.  

https://datosprotegidos.org/informe-violencia-de-genero-en-internet-en-chile/
https://datosprotegidos.org/informe-violencia-de-genero-en-internet-en-chile/
https://datosprotegidos.org/informe-violencia-de-genero-en-internet-en-chile/
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A nivel internacional, ONU Mujeres (2022) señala que el 73% de las mujeres ha sido expuesta o ha 
experimentado alguna forma de violencia digital, mientras que en el 90% de los casos de difusión 
no consentida de contenido íntimo, las víctimas son mujeres5. Estas cifras se ven reforzadas por el 
Estudio Regional de ONU Mujeres y la Alianza Regional (2022), el cual arrojó hallazgos 
alarmantes: el 80% de las mujeres entrevistadas afirmó haber limitado su participación en redes 
sociales a raíz de experiencias de violencia; el 40% se autocensuró; un tercio cambió de trabajo; y el 
80% manifestó haber temido por su integridad física6. 

Desde la perspectiva interamericana, el MESECVI (2023) ha subrayado que es urgente que los 
Estados reconozcan la violencia facilitada por tecnologías como una forma específica de violencia 
de género, instando a la adopción de legislaciones adecuadas, campañas de prevención y 
mecanismos de protección especializados para periodistas, activistas y mujeres defensoras de 
derechos humanos. Finalmente, la Organización de los Estados Americanos (OEA) (2020) ha 
afirmado que la violencia digital tiene como propósito fundamental silenciar, controlar o castigar 
a las mujeres por su participación en la vida pública, reafirmando así su carácter profundamente 
político y disciplinador. 

Violencia digital hacia periodistas y comunicadoras 

En Chile no existen estudios sistemáticos que documenten la violencia digital que enfrentan 
periodistas y comunicadoras en tanto defensoras de derechos humanos. Sin embargo, diversos 
casos recientes dan cuenta de una tendencia preocupante. Las periodistas Josefa Barraza y Lesly 
Ayala han sido blanco de hostigamiento persistente en la plataforma X (ex Twitter), evidenciando 
la falta de protección efectiva para las mujeres en el ejercicio del periodismo.  
 
El informe “Ser periodista en Twitter” de Comunicación para la Igualdad (Argentina, 2021) reveló 
que más del 90% de las periodistas encuestadas reportaron haber sufrido violencia digital. Las 
formas más comunes fueron acoso sexual, doxing, amenazas de muerte y campañas organizadas de 
desprestigio. Este patrón coincide con los testimonios recogidos en Chile. En el estudio “Ser 
política en Twitter” de Corporación Humanas, el 100% de las candidatas encuestadas manifestó 
haber recibido ataques en redes durante el proceso constituyente, y más del 60% reconoció haber 

 
5 ONU Mujeres. (2022). Violencia digital contra mujeres: informe regional. ONU Mujeres. 
6 ONU Mujeres & Alianza Regional. (2022). Estudio regional sobre violencia digital y autocensura. ONU Mujeres. 
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reducido o cerrado sus cuentas por temor. Estos casos reflejan cómo el acoso digital actúa como 
censura indirecta, socavando el derecho a informar y el derecho a ser informada. 

Relación entre violencia digital, violencia política de género y violencia simbólica digital 

La violencia digital no se restringe exclusivamente a la dimensión sexual, sino que constituye una 
forma contemporánea, multidimensional y estructural de violencia de género, cuyo propósito es 
controlar, silenciar y excluir a las mujeres y disidencias del espacio público digital. En este sentido, 
su vínculo con la violencia política y la violencia simbólica es central para comprender su alcance e 
impacto. 

Chile ha reconocido la violencia política de género como toda conducta de hostigamiento, 
persecución, amenaza o agresión, directa o por terceros, que se fundamente en el género y tenga 
como efecto obstaculizar o anular los derechos políticos y de participación de las mujeres (Ley N° 
21.675, art. 6, n° 7). 

Sin embargo, esta definición requiere ser ampliada al entorno digital, donde la violencia política 
adquiere nuevas formas. Según el Mecanismo de Seguimiento de la Convención de Belém do Pará 
(MESECVI), la violencia política contra las mujeres “se manifiesta en actos de hostigamiento, 
amenazas, difamación, agresiones físicas o simbólicas que buscan desincentivar o castigar el 
activismo o liderazgo político de las mujeres” 7. Estas acciones se potencian en redes sociales, donde 
mujeres con voz pública –como parlamentarias, activistas, lideresas comunitarias, periodistas y 
defensoras de derechos humanos– enfrentan campañas de desprestigio, amenazas de violencia 
sexual, publicación de información personal y ataques coordinados. Estas estrategias tienen por 
finalidad expulsarlas simbólicamente del espacio público digital e inhibir su participación 
democrática. 

El Comité CEDAW ha instado a los Estados parte a adoptar leyes que sancionen la violencia 
política por razón de género y aseguren entornos seguros y libres de violencia para la participación 
de las mujeres. Este llamado es especialmente urgente en contextos donde los discursos de odio y 
la violencia digital se han naturalizado como parte del debate político y mediático. 

En su legislación interna, Chile ha definido la violencia simbólica como toda forma de 
comunicación o difusión de mensajes, textos, sonidos o imágenes en cualquier medio que tenga 

 
7 MESECVI. (2015). Declaración sobre la violencia política contra las mujeres. Mecanismo de Seguimiento de la Convención 

de Belém do Pará. https://www.oas.org/es/mesecvi/docs/DeclaracionViolenciaPolitica-ES.pdf  

https://www.oas.org/es/mesecvi/docs/DeclaracionViolenciaPolitica-ES.pdf
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por objeto naturalizar estereotipos de género, justificar relaciones de subordinación y reproducir 
la desigualdad (Ley N° 21.675, art. 6, n° 5). El MESECVI conceptualiza la violencia simbólica 
como aquella que “a través de patrones socioculturales, mensajes, valores, íconos o signos, 
transmite y reproduce dominación, desigualdad y discriminación en las relaciones sociales”. Esta 
violencia tiene efectos directos en la percepción social de las mujeres y en su autopercepción, 
reproduciendo su subordinación y exclusión del espacio digital, político y cultural. Esta definición 
se vuelve especialmente relevante en el entorno digital, donde circulan contenidos audiovisuales, 
memes, discursos misóginos y representaciones estigmatizantes que refuerzan estereotipos de 
género sin enfrentar mecanismos de sanción o moderación efectiva por parte de las plataformas 
tecnológicas. 

La intersección entre violencia simbólica y política en el espacio digital es particularmente 
preocupante, ya que opera como mecanismo de disciplinamiento social, castigando la expresión 
pública de las mujeres mediante la ridiculización, la sexualización forzada, la invisibilización o la 
deslegitimación sistemática de su voz. 

III. Obligaciones legales e internacionales respecto a la prevención de la violencia 
digital hacia las mujeres y niñas 

A nivel internacional, múltiples instrumentos jurídicos han establecido la obligación de los Estados 
de prevenir, sancionar y erradicar la violencia de género en todos los ámbitos, incluidos los 
entornos digitales. 

La Declaración de la 69° Sesión de la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer de 
20258 reafirma el compromiso internacional con la promoción de la libertad de expresión, el acceso 
equitativo a la información y la eliminación de la violencia de género en entornos digitales, 
reconociéndolos como pilares fundamentales para alcanzar la igualdad sustantiva entre mujeres y 
hombres. En particular, la declaración insta a los Estados a adoptar políticas públicas, legislación 
con enfoque interseccional y medidas de cooperación internacional destinadas a proteger a mujeres 
periodistas, activistas y defensoras de derechos humanos, quienes se encuentran particularmente 
expuestas a formas de violencia simbólica y digital. Asimismo, subraya la necesidad de garantizar el 
acceso a recursos eficaces de denuncia, justicia y reparación, junto con acciones preventivas en el 

 
8 Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer (CSW69). (2025). Declaración de la Comisión de la 

Condición Jurídica y Social de la Mujer en su 69° período de sesiones. ONU Mujeres. 
https://www.unwomen.org/en/csw/csw69-2025  

https://www.unwomen.org/en/csw/csw69-2025
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ámbito educativo y tecnológico que promuevan entornos seguros y libres de violencia para todas 
las mujeres. 

Por su parte, el Informe del Secretario General de Naciones Unidas sobre violencia contra las 
mujeres en la era digital9 (2024) advierte sobre el preocupante aumento de la violencia digital 
contra mujeres y niñas, especialmente aquellas que ejercen liderazgo político, social o mediático. 
El informe enfatiza que este tipo de violencia tiene efectos profundos sobre la participación pública 
de las mujeres, su salud mental y su derecho a vivir una vida libre de violencia, instando a los Estados 
y plataformas digitales a implementar marcos normativos eficaces, mecanismos de rendición de 
cuentas y políticas de alfabetización mediática con enfoque de derechos humanos y género. 
Además, plantea que la impunidad digital y la falta de regulación sobre contenidos 
discriminatorios y misóginos profundizan las desigualdades estructurales y reproducen 
estereotipos de género en los entornos digitales. 

Según la Recomendación General N° 35 del Comité para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer (CEDAW), los Estados parte están obligados a adoptar “medidas legislativas, 
educativas, preventivas y de protección” frente a todas las formas de violencia de género contra las 
mujeres, incluyendo aquellas que se ejercen en los entornos digitales, y deben garantizar el acceso 
a recursos efectivos, reparación integral y mecanismos de no repetición10. 

El Mecanismo de Seguimiento de la Convención de Belém do Pará (MESECVI) ha sostenido que 
los Estados deben “garantizar la actuación diligente ante nuevas formas de violencia contra las 
mujeres, como las que se producen a través de las tecnologías de la información”, recomendando 
no solo la tipificación penal, sino también la articulación con plataformas tecnológicas, campañas 
públicas de sensibilización, y servicios especializados de atención psicosocial, jurídica y digital.11 
Esto incluye garantizar que las víctimas puedan denunciar con facilidad, recibir acompañamiento 
y ver restituido su derecho a la privacidad, dignidad y libertad de expresión. 

 
9 Naciones Unidas. (2024). Intensificación de la violencia contra las mujeres y niñas en entornos digitales: Informe 

del Secretario General [A/79/XX]. https://www.un.org/en/ga/second/79/reports.shtml  
10 CEDAW. (2017). Recomendación general núm. 35 sobre la violencia por razón de género contra la 
mujer, por la que se actualiza la Recomendación general núm. 19. Comité para la Eliminación de la 
Discriminación contra la Mujer.  
11 MESECVI. (2014). Informe Hemisférico sobre la implementación de la Convención de Belém do Pará. 
Organización de los Estados Americanos. https://www.oas.org/es/mesecvi/docs/MESECVI-
InformeHemisferico2012-ES.pdf 

https://www.un.org/en/ga/second/79/reports.shtml
https://www.oas.org/es/mesecvi/docs/MESECVI-InformeHemisferico2012-ES.pdf
https://www.oas.org/es/mesecvi/docs/MESECVI-InformeHemisferico2012-ES.pdf
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Desde ese punto de vista es importante considerar, los Principios Rectores de Naciones Unidas 
sobre Empresas y Derechos Humanos que demandan a las empresas tecnológicas prevenir 
impactos negativos, garantizar la transparencia algorítmica y cooperar con mecanismos de 
reparación12.  

En el derecho comparado, destacan las experiencias legislativas de México, con la Ley Olimpia, que 
define la violencia digital con perspectiva de género y articula medidas penales, preventivas y de 
atención integral. Argentina, con la Ley 27.590 incorpora protocolos de intervención para 
plataformas digitales y equipos técnicos interdisciplinarios. 

Cabe tener presente que Chile, en el marco de la Ley 21.675 reconoce en su artículo 6 el deber del 
Estado de actuar “de manera oportuna, adecuada y eficaz” frente a hechos de violencia de género. 
El Comité sobre la Condición Jurídica y Social de la Mujer de Naciones Unidas enfatiza que los 
Estados deben “actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar, enjuiciar, castigar y reparar 
los actos de violencia contra las mujeres y las niñas”13, incluso cuando la violencia sea ejercida por 
actores no estatales, conforme al artículo 7 de la Convención de Belém do Pará y al artículo 2 de la 
CEDAW.  

Además, se exige la eliminación de prácticas revictimizantes y estereotipos de género, en línea con 
la Recomendación General 33 del Comité CEDAW, que señala que el acceso a la justicia debe ser 
garantizado mediante servicios adecuados y sensibles al contexto de las mujeres, especialmente en 
situaciones de desigualdad estructural 14. La Ley 21.675 avanza en esta dirección al establecer 
deberes explícitos para el Ministerio Público y el Poder Judicial, pero su éxito dependerá de la 

 
12 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OHCHR). (2011). 
Principios Rectores sobre las Empresas y los Derechos Humanos: Puesta en práctica del marco de las 
Naciones Unidas para "proteger, respetar y remediar". 
https://www.ohchr.org/documents/publications/guidingprinciplesbusinesshr_sp.pdf  
13 Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer (CSW). (2013). Conclusiones acordadas sobre la eliminación y 

prevención de todas las formas de violencia contra las mujeres y las niñas. Naciones Unidas. 
Disponible en: 
https://www.unwomen.org/sites/default/files/Headquarters/Attachments/Sections/CSW/57/CSW57-
AgreedConclusions-SP.pdf  
14 Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer. (2015, 23 de julio). General recommendation No. 33 

on women’s access to justice (CEDAW/C/GC/33). Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. 
Recuperado de 
https://tbinternet.ohchr.org/_layouts/15/TreatyBodyExternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/33
&Lang=en  

https://www.ohchr.org/documents/publications/guidingprinciplesbusinesshr_sp.pdf
https://www.unwomen.org/sites/default/files/Headquarters/Attachments/Sections/CSW/57/CSW57-AgreedConclusions-SP.pdf
https://www.unwomen.org/sites/default/files/Headquarters/Attachments/Sections/CSW/57/CSW57-AgreedConclusions-SP.pdf
https://tbinternet.ohchr.org/_layouts/15/TreatyBodyExternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/33&Lang=en
https://tbinternet.ohchr.org/_layouts/15/TreatyBodyExternal/Download.aspx?symbolno=CEDAW/C/GC/33&Lang=en
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voluntad institucional y de los recursos disponibles para hacer operativas estas obligaciones 
respecto a la violencia digital de género. 

IV. Contenidos valorables del proyecto de ley 

El proyecto de ley constituye un avance significativo en el reconocimiento de una forma 
emergente, persistente y profundamente sexista de violencia de género en el entorno digital 
chileno. Al incorporar esta problemática en el marco normativo nacional, el proyecto contribuye 
a visibilizar, perseguir y sancionar conductas que afectan de manera desproporcionada a mujeres, 
niñas y disidencias sexuales y de género, muchas veces en respuesta a su ejercicio de derechos en el 
espacio público. 

Desde una perspectiva de género, se valora especialmente que el proyecto: 

- Incorpore tipos penales específicos que nombra y tipifica la violencia digital como una 
manifestación concreta de violencia de género, superando el enfoque neutral que 
históricamente ha invisibilizado sus impactos diferenciados. 

- Reconozca la difusión no consentida de contenido íntimo como una forma de violencia 
sexual digital, afectando de manera directa la autonomía, la dignidad y la privacidad de las 
mujeres. 

Al establecer un marco penal que permite la persecución de delitos digitales de género, el proyecto 
da una señal política y jurídica importante en un contexto donde el acceso a la justicia frente a estas 
violencias ha sido limitado, y donde las herramientas de reparación y protección han demostrado 
ser insuficientes. 

V.  Desafíos pendientes para una ley con enfoque transformador 

Si bien el proyecto de ley representa un paso relevante al sancionar ciertas manifestaciones de 
violencia digital, su alcance es aún limitado en términos de prevención, protección y reparación. 
Persisten importantes vacíos normativos y conceptuales que obstaculizan una respuesta estatal 
integral, estructural y con enfoque de derechos humanos. 

1. Déficit en la prevención con enfoque de género 

El proyecto presenta avances parciales al establecer sanciones penales, pero carece de medidas 
estructurales de prevención, como la educación digital con enfoque de género, la promoción de 
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una cultura del consentimiento y campañas masivas de alfabetización digital. Estas estrategias han 
sido reiteradamente recomendadas por organismos como el Comité CEDAW y el MESECVI 
como elementos fundamentales para prevenir la violencia de género en entornos digitales. 

No se contemplan obligaciones específicas para el Estado ni para las plataformas tecnológicas en la 
erradicación de la violencia simbólica ni en la adopción de medidas de reparación integral para las 
víctimas. Una legislación verdaderamente transformadora debe reconocer el papel activo de los 
distintos actores involucrados en la reproducción o contención de estas violencias. 

2. Falta de responsabilidad para plataformas digitales 

Una de las principales debilidades del proyecto es la ausencia de obligaciones claras, vinculantes y 
fiscalizables para las plataformas digitales, pese a que estos espacios operan como entornos 
estructurales donde se reproduce, amplifica y perpetúa la violencia digital de género.  

Si bien se reconoce que un proyecto de ley nacional no puede imponer directamente obligaciones 
a corporaciones transnacionales como Meta o X, sí es competencia del Estado establecer un marco 
normativo con estándares mínimos de diligencia, cooperación y rendición de cuentas para aquellas 
plataformas que operan y generan impactos en territorio chileno. Por ello, preocupa que el 
proyecto no contemple medidas clave como: 

- La obligación de contar con protocolos eficaces de respuesta ante denuncias de violencia 
digital de género. 

- La exigencia de transparencia algorítmica, especialmente respecto de la amplificación de 
contenidos violentos o discriminatorios. 

- La eliminación oportuna de contenidos que constituyan violencia digital, conforme a los 
estándares de debida diligencia del derecho internacional. 

- La entrega periódica de informes de gestión de denuncias y acciones correctivas 
adoptadas frente a hechos de violencia digital. 

- La obligación de cooperación activa con los sistemas judiciales y policiales, en el marco de 
investigaciones por delitos cometidos en línea. 

Legislaciones comparadas como la Ley de Servicios Digitales (DSA) de la Unión Europea y la Ley 
Olimpia en México ya han establecido responsabilidades concretas para las plataformas, 
reconociendo que su inacción contribuye a la perpetuación de violencias estructurales. 
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Por tanto, el proyecto chileno debería avanzar hacia un enfoque de corresponsabilidad digital, 
estableciendo deberes normativos que faculten al Estado a promover, exigir y fiscalizar el actuar de 
las plataformas digitales que operan en su jurisdicción, especialmente en lo relativo a la protección 
de derechos fundamentales y a la erradicación de la violencia de género en entornos virtuales. 

3. Insuficiencia en el abordaje de la violencia política y simbólica digital 

El texto omite referirse explícitamente a dos dimensiones clave: 

- La violencia política digital de género, que afecta principalmente a mujeres con voz pública 
y cuya finalidad es silenciar o desincentivar su participación democrática. 
- La violencia simbólica digital, que reproduce y refuerza estereotipos sexistas y patrones 
discriminatorios mediante memes, videos, lenguaje y representaciones digitales que perpetúan la 
subordinación de género. 

4. Mecanismos de atención, protección y reparación 

Los dispositivos previstos para la protección de las víctimas son insuficientes. Se requiere establecer 
un sistema integral de atención, que incluya: 

- Asesoría jurídica especializada y gratuita, 
- Acompañamiento psicosocial y técnico, 
- Refugios digitales y medidas de autoprotección tecnológica, 
- Garantías de no revictimización y acceso efectivo a la justicia. 

 
5. Ausencia de un enfoque de género robusto e interseccional 

La violencia digital no es neutra ni incidental. Afecta de manera desproporcionada a mujeres, niñas 
y personas LGBTIQ+ debido a las relaciones de poder estructurales que atraviesan los espacios 
digitales. El proyecto no explicita este enfoque ni incorpora un lenguaje que visibilice esta 
desigualdad. No se abordan las múltiples formas de discriminación que agravan la violencia digital 
en casos de mujeres indígenas, afrodescendientes, migrantes, adolescentes, personas con 
discapacidad, periodistas y defensoras de derechos humanos. Una legislación inclusiva debe 
contemplar medidas específicas para estos grupos. 
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7.  Imprecisión conceptual 

Se observa una confusión entre tipos de violencia, como la simbólica y la digital, sin delimitar sus 
elementos ni sus impactos diferenciados. Se recomienda adoptar definiciones consistentes con las 
elaboradas por ONU Mujeres, el MESECVI y legislaciones como la Ley Olimpia de México, que 
reconocen estas formas de violencia como fenómenos distintos pero interrelacionados. 

8.  Ausencia de una estrategia integral articulada 

El enfoque excesivamente punitivo del proyecto no responde a los tres pilares recomendados por 
los organismos internacionales: prevención, protección y sanción, todos interrelacionados y 
necesarios para enfrentar eficazmente la violencia digital. 

10.  Lecciones del derecho comparado 

La Ley 27.590 de Argentina establece protocolos de intervención para plataformas digitales y 
equipos interdisciplinarios para la atención y prevención del grooming, coordinando acciones 
entre ministerios. La Ley 26.485, mediante su reforma por la Ley Olimpia, incorpora expresamente 
la violencia digital de género en su reglamentación, incluyendo medidas preventivas en el sistema 
educativo y obligaciones para plataformas. 

Estas normativas muestran que es posible diseñar marcos legales que articulen acciones entre 
Estado, sociedad civil y empresas, con enfoque integral y sensible a las múltiples formas de violencia 
que enfrentan las mujeres en el entorno digital. 

VI. Propuestas y recomendaciones 

Con el fin de avanzar hacia una legislación eficaz, transformadora y respetuosa de los derechos 
humanos de mujeres, niñas y disidencias, proponemos las siguientes recomendaciones clave para 
fortalecer el proyecto de ley: 

- Incorporar una definición clara, precisa y con enfoque de género sobre la violencia digital, 
reconociendo su carácter estructural, su relación con las desigualdades históricas y su 
impacto diferenciado sobre mujeres y personas LGBTIQ+. 

- Adoptar una estrategia integral que articule acciones de prevención, protección, sanción y 
reparación, superando el enfoque exclusivamente punitivo y avanzando hacia una política 
pública sostenida en el tiempo. 
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- Establecer protocolos de actuación obligatorios para plataformas digitales, que incluyan 
plazos de respuesta, mecanismos accesibles de denuncia, transparencia algorítmica, 
eliminación efectiva de contenido violento y cooperación con el sistema de justicia. 

- Garantizar medidas de atención, protección y reparación integral a las víctimas, incluyendo 
orientación jurídica especializada y gratuita, acompañamiento psicosocial, apoyo técnico 
para la recuperación digital y garantías de no revictimización. 

- Incorporar un enfoque interseccional y diferencial, reconociendo y abordando las 
múltiples formas de violencia que enfrentan mujeres indígenas, migrantes, 
afrodescendientes, adolescentes, personas con discapacidad, defensoras de derechos 
humanos, periodistas y otras en situación de vulnerabilidad. 

- Impulsar campañas de sensibilización, alfabetización y educación digital con perspectiva 
de género, especialmente en el sistema educativo formal, que promuevan una cultura del 
consentimiento, el respeto y la ciudadanía digital. 
Diseñar e implementar un sistema nacional de registro, monitoreo y evaluación de los casos 
de violencia digital de género, con datos desagregados que permitan construir políticas 
públicas basadas en evidencia. 

Una ley contra la violencia digital debe contribuir a la construcción de entornos digitales seguros, 
inclusivos, accesibles y libres de toda forma de violencia y discriminación, en los que mujeres, niñas 
y disidencias puedan ejercer plenamente su libertad de expresión, participación política y derechos 
sexuales y reproductivos. 

Para lograrlo, es imprescindible avanzar con rigurosidad jurídica, voluntad política y perspectiva 
de género, asegurando la participación activa de organizaciones feministas, defensoras de derechos 
humanos, expertas en tecnologías, comunicación y derechos digitales. 

Desde Corporación Humanas y la Red de Periodistas y Comunicadoras Feministas de 
Chile, reiteramos nuestra disposición a seguir colaborando con conocimientos, 
investigaciones y redes de articulación para fortalecer el debate democrático y asegurar 
que esta legislación garantice efectivamente los derechos de todas. 
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VII. Resumen de propuestas de mejora al proyecto 

Área Propuesta concreta 

Prevención Campañas públicas, educación digital con 
enfoque de género, formación a operadores de 
justicia. 

Protección y reparación Protocolos integrales, apoyo psicosocial y legal 
gratuito, no revictimización. 

Plataformas digitales Obligaciones legales: plazos de respuesta, 
transparencia, eliminación de contenido 
nocivo. 

Datos y monitoreo Estadísticas desagregadas para el diseño de 
políticas públicas. 

Perspectiva interseccional Mención explícita a periodistas, defensoras y 
personas LGBTIQ+ como grupos protegidos. 

 

 


